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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez 

el proceso ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA 11001-41-05-008-2017-

00169-00, de ANTONIO MODESTO CABRA contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES COLPENSIONES, informando que la apoderada judicial de la parte 

demandante solicita se ordene, a su nombre, el pago del título depositado por costas. 

Sírvase proveer. 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN 926 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

Visto el informe secretarial que antecede, observa el Despacho que la apoderada judicial 

de la parte actora, Dra. DAYAN LILI CUBIDES MARTÍNEZ, mediante memorial del 09 de 

junio de 2021, solicitó la entrega y pago el Título Judicial constituido por COLPENSIONES 

dentro del presente proceso por concepto de costas procesales.  

 

Al constatar en la página web de depósitos judiciales del Banco Agrario, evidencia el 

Despacho la existencia del Título Judicial Número 400100006424753 por valor de 

SEISCIENTOS DIECIOCHO MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE PESOS ($618.139) en favor 

del señor ANTONIO MODESTO CABRA.  

 

Esta suma corresponde efectivamente a las costas a que fue condenada la demandada 

mediante Sentencia del 02 de junio de 2017, y las cuales fueron debidamente liquidadas y 

aprobadas mediante Auto de la misma fecha (folios 35 a 40). 

 

De otro lado, se evidencia que, en memorial del 02 de septiembre de 2021, la Dra. 

CUBIDES MARTÍNEZ allegó un nuevo poder conferido por el señor ANTONIO MODESTO 

CABRA en el que la faculta para cobrar las costas, en los siguientes términos:  

 

“… autorizo que el título judicial referente a las costas procesales de este proceso de 

única instancia que la administradora de pensiones consignó, sea girado a nombre de 

mi apoderada DAYAN LILI CUBIDES MARTÍNEZ, identificada con la cédula de 
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ciudadanía número 1.014.187.516, con tarjeta profesional número 261.796 del 

Consejo  Superior de la Judicatura, con Email: dayanacubides@yahoo.com.mx, el cual 

se encuentra registrado y actualizado en el sistema SIRNA del CSJ.  

 

Informo que en el poder inicialmente otorgado no se le confirió a mi apoderado la 

facultad de recibir y cobrar, pero con este poder autorizo que el título sea girado a 

nombre de esta apoderado (sic) con la facultad de recibirlo y cobrarlo por cuanto 

resido en la ciudad de Manizales…” 

 

El referido mandato se encuentra suscrito por el demandante y aceptado por la Dra. 

CUBIDES MARTÍNEZ; además, cuenta con presentación personal ante Notaría por parte 

del señor ANTONIO MODESTO CABRA.  

 

En consecuencia, atendiendo el contenido del nuevo poder, la Dra. DAYAN LILI CUBIDES 

MARTÍNEZ cuenta con la facultad expresa para cobrar el título judicial, de conformidad 

con el numeral 4° del artículo 77 del C.G.P., razón por la cual se expedirá a su nombre.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: ACCEDER a la solicitud presentada por la apoderada judicial de la parte 

actora. 

 

SEGUNDO: ORDENAR la ENTREGA y PAGO del Título Judicial Número 

400100006424753 por valor de SEISCIENTOS DIECIOCHO MIL CIENTO TREINTA Y 

NUEVE PESOS ($618.139) a la Dra. DAYAN LILI CUBIDES MARTÍNEZ identificada con 

C.C. 1.014.187.516 y portadora de la T.P. 261.796, con facultades para recibir y cobrar. 

 

TERCERO: Cumplido lo anterior, devuélvanse las diligencias al archivo. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

  

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
Hoy: 

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 
Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

mailto:dayanacubides@yahoo.com.mx
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


2019-00395 

1 
 

INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2019-00395-00 de LEONARDO 

SENEN FRAGOSO BARRIOS en contra de FOQUS I.P.S. S.A.S., la cual consta de 40 páginas, 

incluida la hoja de reparto. Se deja constancia que desde el 16 de marzo de 2020 y hasta el 

30 de junio de 2020 no corrieron términos por virtud de las medidas adoptadas por el 

Consejo Superior de la Judicatura con ocasión a la pandemia del coronavirus. Pendiente 

de resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 494 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es incoada por LEONARDO SENEN FRAGOSO BARRIOS 

en contra de FOQUS I.P.S. S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por la 

suma de $11.187.000 por concepto de los honorarios pactados en la cláusula tercera del 

contrato de prestación de servicios, suscrito entre las partes el 27 de junio de 2017, más 

los intereses moratorios.  

 

Este Juzgado es competente para conocer la demanda por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio de la parte demandada, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo: 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme.”  

 

En concordancia con la norma anterior, el artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden 

demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 



2019-00395 

2 
 

documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 

él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 

aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 

documentos que señale la ley.” 

 

De acuerdo con las disposiciones transcritas, y conforme reiterada jurisprudencia sobre el 

tema, los títulos ejecutivos deben gozar de ciertas condiciones formales y sustanciales. 

 

Las condiciones sustanciales se traducen en que las obligaciones que se acrediten a favor 

del ejecutante y a cargo del ejecutado, sean expresas, claras y exigibles.  

 

Es expresa la obligación que aparece precisa y manifiesta en la redacción misma del título, 

es decir, que en el documento que contiene la obligación deben constar en forma nítida, 

en primer término, el crédito del ejecutante, y en segundo término, la deuda del ejecutado. 

La claridad consiste en que el documento que la contenga sea inteligible, inequívoco y sin 

confusión en el contenido y alcance de la obligación, de manera que no sea oscuro con 

relación al crédito a favor del acreedor y la deuda respecto del deudor. Y, por último, es 

exigible cuando puede exigirse el cumplimiento por no estar sometida a plazo o condición. 

 

Ahora, la obligación no necesariamente debe estar contenida en un solo documento, sino 

que puede verse reflejada en dos o más, siempre y cuando éstos constituyan una unidad 

jurídica, unidad que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”. 

 

De acuerdo con la Doctrina, los títulos complejos se configuran “cuando la obligación se 

deduce de dos o más documentos dependientes o conexos. En este caso el mérito ejecutivo 

emerge de la unidad jurídica del título, al ser integrado éste por una pluralidad de 

documentos ligados íntimamente”. Luego, “lo que se requiere en el título no es unicidad 

material en el documento, sino unidad jurídica del título; que de la pluralidad material de 

documentos se deduzca la existencia de una obligación en forma expresa, clara y exigible en 

favor del acreedor y a cargo del deudor, aunque algunas o varias de estas condiciones 

consten en uno o varios documentos, pero siempre y cuando esté plenamente acreditado que 

tales documentos plurales están unidos por una relación de causalidad y que tienen por 

causa u origen el mismo negocio jurídico”1. 

 

Precisamente, en los casos en que se pretende la ejecución de una suma de dinero por 

concepto de honorarios profesionales cuya fuente es un contrato de prestación de 

servicios, se requiere de varios documentos que conforman un título ejecutivo complejo 

 
1 MORA G., Nelson, “Proceso de Ejecución”, tomo I, 5ª edición. 
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compuesto por: (i) el contrato de prestación de servicios y (ii) la prueba del cumplimiento 

de la gestión encomendada, documentos éstos que deben ser auténticos. 

 

La complejidad del título ejecutivo se deriva de la misma naturaleza del contrato de 

prestación de servicios. En efecto, al ser un convenio bilateral, se requiere acreditar cuáles 

fueron las obligaciones que asumieron las partes contratantes y si las mismas fueron o no 

satisfechas conforme lo pactado. Pero además, cuando el pago de los honorarios quedó 

condicionado a una gestión, resulta menester acreditar que ésta se satisfizo tal como lo 

acordaron las partes, de manera que no exista duda alguna que los honorarios cuyo pago 

se reclama, corresponden a la gestión realizada satisfactoriamente por el mandatario. 

 

Las condiciones formales consisten en que el documento o conjunto de documentos que 

dan cuenta de la existencia de la obligación, sean auténticos y emanen del deudor o de su 

causante, de una sentencia de condena, de un acto administrativo debidamente 

ejecutoriado, o de otra providencia judicial que tuviere fuerza ejecutiva conforme a la ley.  

 

Dentro de los requisitos formales es importante resaltar, que el documento presentado 

como título ejecutivo debe constituir plena prueba contra el deudor, lo que refiere a su 

autenticidad; exigencia que se justifica en la finalidad que persigue el proceso ejecutivo, 

esto es, la satisfacción de las obligaciones insatisfechas contenidas en el documento y no 

su declaratoria, por ende, aquel debe dar plena fe de su existencia. 

 

En materia laboral, al tenor del artículo 54A del C.P.T., la regla general es que solo valdrá 

el original del título ejecutivo, y de manera excepcional su copia auténtica, por cuanto no 

se presumen auténticas las copias simples para este efecto; situación diferente ocurre en 

materia civil al tenor del artículo 244 del C.G.P. inciso 4, cuya regla no es aplicable por 

existir norma especial. 

 

El parágrafo del artículo 54A del C.P.T. reza textualmente lo siguiente: “En todos los 

procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus 

reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán 

auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de 

lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.” 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que el demandante LEONARDO SENEN 

FRAGOSO BARRIOS aporta como título ejecutivo el contrato de prestación de servicios 

profesionales suscrito entre él y la demandada FOQUS I.P.S. S.A.S. (folios 24 a 27), cuyo 

objeto se pactó en los siguientes términos: 
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“SEGUNDA – OBJETO DEL CONTRATO: EL CONTRATISTA se obliga para con EL 
CONTRATANTE a prestar los servicios de GASTROENTEROLOGÍA Y ENDOSCOPIA 
DIGESTIVA, realizando las actividades descritas en la cláusula séptima del presente 
contrato, mediante las cuales deberá desempeñar y llevar a cabo los conocimientos 
propios de la profesión de médico especializado de acuerdo a los protocolos, guías de 
atención y de conformidad con las normas de calidad establecidas por la institución 
CONTRATANTE.” 
(…) 
 
SÉPTIMA. Obligaciones por parte del CONTRATISTA: 
 
1. Colocar a disposición del CONTRATANTE, toda su capacidad profesional, 
preparación y todo el interés indispensable para lograr el objeto de este contrato. 
2. Realizar las actividades programadas por la institución. 
3. Cumplir con la agenda determinada para la atención de pacientes en consulta 
especializada de GASTROENTEROLOGÍA y ENDOSCOPIA DIGESTIVA. 
4. Realizar el acto médico conforme a las normas de ética hospitalaria y con respeto a 
la relación médico - paciente. 
5. Garantizar calidad y responsabilidad en la atención de los pacientes en las áreas 
asignadas. 
6. Cumplir con las guías de atención aprobadas por el comité de calidad del 
CONTRATANTE. 
7. Participar activamente en el mantenimiento del sistema de gestión de la calidad. 
8. Cumplir con el reglamento interno de LA CONTRATANTE. 
9. Explicar correctamente los programas de promoción y prevención que implemente 
el CONTRATANTE. 
10. Explicar correctamente las patologías y padecimientos de los pacientes. 
11. Realizar el diagnóstico correcto y oportuno empleando los conocimientos y ayudas 
diagnosticas correspondientes. 
12. Realizar correctamente las notas médicas. 
13. Medicar correctamente a los usuarios según patología médica. 
14. Realizar remisiones oportunas cuando el paciente lo necesite a otras 
especialidades médicas. 
15. Realizar el tratamiento adecuado para prevenir complicaciones. 
16. Propender por el buen desempeño del área y de todo el talento humano que en ella 
labore. 
17. Alcanzar metas trazadas para el logro de los objetivos de la CONTRATANTE. 
18. Gestión de los recursos humanos y tecnológicos del área con oportunidad y 
compromiso. 
19. Realizar consulta médica a la población asignada. 
20. Aportar conocimientos para el mejoramiento continuo de la institución, a través de 
gestión de calidad. 
21. Propender por el uso racional de insumos y el buen manejo de equipos. 
22. Gestión del talento humano del área. 
23. Participar en la planificación, ejecución, evaluación y mejora del sistema de 
gestión de la calidad y Acreditación en salud de la CONTRATANTE, a través de 
acciones explícitas que demuestren su construcción tales como: asistencias a reuniones 
de equipos de trabajo, asistencias a capacitaciones y formaciones en aspectos 
relacionados con la calidad de los procesos, seguridad del paciente, humanización de 
la atención, aprendizaje organizacional, generación de resultados de responsabilidad 
social, planteamientos propositivos en las acciones de mejoramiento, aplicación de los 
métodos de solución de problemas, eficiencia en la gestión de quejas  reclamos, 
satisfacción del cliente (interno y externo) y las demás que evidencien su partición 
activa. 
24. Diligenciar la información conforme a las disposiciones legales, contractuales, o 
administrativas a que esté sometido el CONTRATANTE y que se requiera para la 
gestión que se derive del servicio suministrado por el CONTRATISTA. 
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25. Suministrar los servicios aquí establecidos o que en anexo se entiendan 
incorporados, dentro de los parámetros mínimos que prevean las disposiciones legales, 
buscando siempre una óptima utilización de su estructura física, tecnológica, de 
recurso humano y gestión. 
26. Se obliga a no divulgar información alguna de que tenga conocimiento por razón 
de sus servicios, a menos que cuente para el efecto con la autorización previa y por 
escrito del CONTRATANTE.  
27. Se obliga a anticiparle al CONTRATANTE toda aquella información que se 
relacione con posible suspensión del servicio dentro de las 72 horas hábiles siguientes 
a la de conocimiento de los hechos. 
28. Cumplir la programación a que se compromete para la prestación del servicio y a 
cancelarla con la debida anticipación siempre que medie justa causa para dicha 
cancelación, sin que ello acarree perjuicios al CONTRATANTE. 
29. A que una vez terminado el presente contrato por cualquier causa, a colaborar con 
el CONTRATANTE en el suministro de información que eventualmente le sea 
requerida. 
30. Acatar las recomendaciones y sugerencias del CONTRATANTE para una mejor y 
eficiente prestación del servicio. 
31. Garantizarle al CONTRATANTE la debida afiliación al Sistema de Seguridad Social 
Integral (Salud, Pensión y ARL). 
32. Las demás obligaciones contractuales y legales que se deriven del presente 
contrato...” 

 

Los honorarios por la gestión anterior, se acordaron de la siguiente manera: 

 

“TERCERA. VALOR DEL CONTRATO: El valor del presente contrato por concepto de 
honorarios es una suma variable, teniendo en cuenta que los servicios serán 
cancelados por EL CONTRATANTE al CONTRATISTA por cada evento que realice, LAS 
PARTES acuerdan la siguiente tabla de tarifas de honorarios: 
 
• Endoscopia de vías digestivas altas (EVDA), la suma de treinta y cinco mil pesos 

($35.000) M/c 
• Colonoscopia, la suma de cincuenta y cuatro mil pesos ($54.000) M/c 
• Polipectomía, la suma de ciento diez mil pesos ($110.000) M/c 
• Rectosigmoidoscopia, la suma de veintidós mil pesos ($22.000) M/c 
• Colangiografía, la suma de quinientos mil pesos ($500.000) M/c 
• Hora de consulta, la suma de ciento veinte mil pesos ($120.000) M/c” 

 

Y se precisó que dichos honorarios serían reconocidos de la siguiente manera: 

 

“CUARTA - FORMA DE PAGO: El pago de los honorarios se efectuará dentro de los 
treinta (30) días siguientes a la presentación y aceptación del CONTRATANTE del 
documento de cobro legal y físicamente válido por parte del CONTRATISTA; para 
calcular el plazo, se tendrá como fecha de presentación, la fecha que aparezca en el 
sello de radicación en la sede del CONTRATANTE. En caso de presentarse alguna 
discrepancia o glosa en relación con la cuenta de cobro, factura, o documento válido, 
el plazo de que dispone EL CONTRATANTE para cancelarla, de conformidad con lo 
dispuesto en la presente cláusula, se contará a partir del momento en que se radique 
nuevamente el documento válido de cobro (cuenta de cobro, factura, etc.) 
debidamente corregida. (…)”. 

 

Adicionalmente, el demandante aporta en 8 folios un documento titulado “AGENDA DE 

CITAS DR. LEONARDO SENEN FRANGOSO BARRIOS. ESPECIALIDAD: GASTROENTEROLOGÍA 
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Y ENDOSCOPIA DIGESTIVA”, el cual contiene una relación de los presuntos servicios 

médicos atendidos entre el 04 de julio de 2017 y el 19 de septiembre de 2017.  

 

Al analizar los anteriores documentos en su conjunto, encuentra el Despacho que el título 

ejecutivo complejo necesario para la ejecución de honorarios profesionales, no se 

acreditó en el presente caso por cuanto no se evidencia que la obligación sea actualmente 

exigible, ni se probó la gestión realizada por el mandatario, y, por tanto, la obligación no 

cumple los presupuestos exigidos en el artículo 422 del C.G.P., tal como pasa a explicarse.  

 

En primer lugar, nótese que en la cláusula primera del contrato de prestación de servicios, 

el demandante se comprometió expresamente a: “prestar los servicios de 

GASTROENTEROLOGÍA Y ENDOSCOPIA DIGESTIVA” a favor de la I.P.S. contratante; sin 

embargo, con la demanda no se aportó documental alguna tendiente a acreditar que, en 

efecto, el señor LEONARDO SENEN FRAGOSO BARRIOS haya cumplido a cabalidad con 

los compromisos propios del objeto contractual, pues no se cuenta con prueba que 

acredite de manera fehaciente que el actor hubiera desempeñado y llevado a cabo los 32 

puntos señalados en la cláusula segunda del contrato. 

 

Valga señalar, que si bien se aportó un listado con el que se busca acreditar la cantidad y 

periodicidad de los servicios prestados, con la indicación del nombre del paciente, tipo de 

atención, empresa y costo del servicio, lo cierto es que no puede considerarse una prueba 

de la prestación de los servicios que allí se discriminan, ni de la deuda alegada, pues es un 

documento elaborado por el mismo demandante y, en tal sentido, no cumple la exigencia 

de los artículos 100 del C.P.T. y 422 del C.G.P. que establecen que pueden exigirse 

ejecutivamente “las obligaciones que consten en documentos que provengan del deudor o de 

su causante, y constituyan plena prueba contra él”. 

 

En segundo lugar, debe decirse que la suma de dinero que reclama el demandante, no es 

clara. En efecto, la cláusula tercera del contrato de prestación de servicios prevé que el 

valor de los honorarios sería variable, pues para ello debía tenerse en cuenta la tabla de 

tarifas establecida para cada uno de los servicios que el demandante prestara.  

 

Bajo ese entendido, debía aportarse prueba idónea y suficiente que diera fe de cuáles 

fueron los servicios prestados por el actor y en qué cantidades, a efectos de encontrar 

plenamente establecido a cuánto asciende el valor de los honorarios reclamados, conforme 

a la referida tabla. Empero, se itera, aun cuando se adjuntó un listado con la indicación del 

valor correspondiente a cada servicio, no es posible desprender de ella los efectos jurídicos 

que pretende el ejecutante, pues, de una parte, es una prueba constituida por él mismo; y 

por otra, no obra ninguna otra documental que respalde lo que allí fue plasmado. 
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En tercer lugar, debe resaltarse que, en el sub examine tampoco se evidencia que la 

obligación cuya ejecución se persigue sea actualmente exigible.  

 

Nótese que, en la cláusula cuarta del contrato de prestación de servicios, se condicionó el 

pago a la presentación y aceptación por el contratante del documento de cobro legal y 

físicamente válido por parte del contratista, indicándose textualmente que, el pago se 

efectuaría dentro de los 30 días siguientes. No obstante, revisadas las pruebas, no se 

observa alguna que evidencie el día en que el actor presentó ante la demandada el 

documento de cobro legal de los honorarios que reclama, esto es, los que presuntamente se 

causaron entre el 04 de julio y el 19 de septiembre de 2017, a efectos de poder determinar 

si, al momento de la radicación de la demanda, habían transcurrido los 30 días pactados. 

 

Finalmente, es de resaltar que, además de no cumplir con los requisitos previstos en el 

artículo 422 del C.G.P., los documentos aportados con la demanda, y con los que se 

pretende acreditar la existencia de la obligación, esto es, el contrato de prestación de 

servicios y el listado, tampoco observan los postulados del artículo 54A del C.P.T., toda vez 

que fueron allegados en copia simple, siendo que era menester realizar su aportación en 

original o, en su defecto, su copia auténtica. 

 

Por las razones anteriores, en el presente asunto el título no cumple los requisitos de 

claridad, expresividad y exigibilidad, puesto que, por un lado, la obligación cuyo pago se 

busca ejecutar no es actualmente exigible, y por otro, no se prueba que la tarea a la que se 

comprometió el demandante con ocasión del contrato de servicios profesionales suscrito 

con la demandada, haya sido satisfecha de conformidad con lo pactado. 

 

En este punto es importante señalar, que el contrato de prestación de servicios per se no 

constituye el título ejecutivo, dado que en este caso se pretende la ejecución de los 

honorarios causados por unos servicios profesionales, lo que hacía imperativo probar que 

en efecto ocurrió la condición para el surgimiento de la contraprestación pecuniaria. 

 

Como ya se dijo, la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

todos los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, 

expresa y exigible, y en ese entendido, para que el título prestara mérito ejecutivo debían 

allegarse la totalidad de los documentos que lo componen, lo que no ocurrió en este caso, 

razón por la cual se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 
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PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por LEONARDO SENEN 

FRAGOSO BARRIOS en contra de FOQUS I.P.S. S.A.S., conforme las razones expuestas en 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GALDYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

el PROCESO ORDINARIO LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA radicado bajo el número 

11001-41-05-008-2019-00758-00, de FELIPE ROJAS BERNAL contra la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, informando que se 

recibió memorial en el que se solicita el pago de título judicial por concepto de costas a 

favor del apoderado de la parte demandante. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN 928 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

Visto el informe secretarial que antecede, observa el Despacho que, mediante memorial del 

23 de agosto de 2021, el apoderado de la parte demandante, Dr. MANUEL GUTIERREZ 

LEAL, solicita la entrega y pago a su favor del título judicial por concepto de costas.  

 

Sin embargo, al constatar en la página web de depósitos judiciales del Banco Agrario, no se 

evidencia la existencia de algún título judicial a nombre del demandante FELIPE ROJAS 

BERNAL, circunstancia que imposibilita acceder a la solicitud presentada.  

 

Valga la oportunidad para ponerle de presente al memorialista, que para que 

COLPENSIONES proceda con el cumplimiento de la Sentencia del 21 de abril de 2021, así 

como con el pago de las costas, se hace necesario que se radiquen ante la entidad las copias 

auténticas de las providencias, junto con su constancia de ejecutoria; documentales que le 

fueron remitidas mediante correo certificado, y recibidas el día 18 de agosto de 2021.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho dispone: 

 

PRIMERO: NO ACCEDER a la solicitud presentada por la parte actora.  

 

SEGUNDO: Devuélvanse las diligencias al archivo. 



2019-00758 

2 
 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

 Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto a este Despacho, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2020-00253-00, de 

MARÍA ÁNGELA WILCHES AVELLA en contra de CARMEN MICHELA QUINTERO 

ARENAS y ANGELA XIMENA QUINTERO ARENAS, la cual consta de 13 páginas, incluida 

la hoja de reparto, todas ellas electrónicas. Se deja constancia que desde el 16 de marzo de 

2020 y hasta el 30 de junio de 2020 no corrieron términos por virtud de las medidas 

adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura con ocasión a la pandemia del 

coronavirus. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 495 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

Encontrándose el Despacho en el estudio de la admisibilidad de la demanda, advierte que 

es menester rechazarla por falta de competencia, por las siguientes razones: 

 

El artículo 306 del C.G.P., aplicable por analogía al procedimiento laboral, señala que 

“Cuando la sentencia condene al pago de una suma de dinero… el acreedor, sin necesidad de 

formular demanda, deberá solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y dentro del mismo 

expediente en que fue dictada... Lo previsto en este artículo se aplicará para obtener, 

ante el mismo juez de conocimiento, el cumplimiento forzado de las sumas que hayan 

sido liquidadas en el proceso y las obligaciones reconocidas mediante conciliación o 

transacción aprobadas en el mismo”. 

 

Al realizar el estudio de la presente demanda, encuentra el Despacho que el título base de 

la ejecución que persigue la demandante, corresponde al Auto del 22 de enero de 2018, 

proferido por el Juzgado Catorce de Familia de Oralidad de Bogotá, a través del cual se 



                                                                                                                                                           2020-00253 

2 
 

decidió el incidente de regulación de honorarios incoado por la demandante en contra 

de las demandadas, dentro del proceso de investigación de paternidad con radicado 

110013110014-2015-00516-00 promovido por CARMEN MICHELA QUINTERO ARENAS 

y ANGELA XIMENA QUINTERO ARENAS en contra de VICTOR MANUEL QUINTERO 

MORALES. En dicha providencia se regularon los honorarios de la Dra. MARÍA ÁNGELA 

WILCHES AVELLA en la suma de $2.213.151, a cargo de CARMEN MICHELA QUINTERO 

ARENAS y ANGELA XIMENA QUINTERO ARENAS.  

 

Dada la caracterización del título ejecutivo, este Juzgado carece de competencia para 

conocer de la presente demanda, pues se trata de la ejecución de una obligación contenida 

en una providencia judicial emitida por otro Juzgado, la cual debe seguir su trámite a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada. 

 

En efecto, lo previsto en el artículo 306 del C.G.P. “se aplicará para obtener, ante el mismo 

juez de conocimiento, el cumplimiento forzado de las sumas que hayan sido liquidadas en el 

proceso”, sumas dentro de las cuales se pueden considerar incluidos los honorarios que 

fueron regulados por medio del incidente tramitado al interior del respectivo proceso con 

base en el inciso 2° del artículo 76 del C.G.P. En otras palabras, la ejecución de una suma 

por concepto de honorarios que haya sido reconocida a través de un incidente de 

regulación de honorarios, deberá ser conocida por el mismo Juez que resolvió el incidente 

de regulación de honorarios. 

 

En consecuencia, con fundamento en el artículo 90 del C.G.P., se rechazará la presente 

demanda y se ordenará su remisión al Juzgado Catorce de Familia de Bogotá, en quien 

recae la competencia según el inciso 4º del artículo 306 del C.G.P. 

 

En caso de que el Juzgado Catorce de Familia de Bogotá, discrepe de lo señalado en esta 

providencia, lo procedente será que proponga el conflicto negativo de competencia en los 

términos del artículo 139 del C.G.P., y del numeral 5º literal B del artículo 15 del C.P.T. 

modificado por el artículo 10 de la Ley 712 de 2001. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho resuelve: 

 

PRIMERO: RECHAZAR por falta de competencia, la demanda ejecutiva laboral de única 

instancia, presentada por MARÍA ÁNGELA WILCHES AVELLA en contra de CARMEN 

MICHELA QUINTERO ARENAS y ANGELA XIMENA QUINTERO ARENAS. 
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SEGUNDO: REMITIR la demanda a la OFICINA JUDICIAL DE REPARTO, para que sea 

asignada al JUZGADO CATORCE DE FAMILIA DE BOGOTÁ, previa la desanotación en el 

libro radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GALDYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, asignada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00204-00, de ALEXANDER 

AYALA MÉNDEZ en contra de CARLOS ARTURO ALARCÓN CONTRERAS, la cual consta 

de 07 archivos digitales en formato pdf, incluida la hoja de reparto. Pendiente por 

resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 496 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es incoada por ALEXANDER AYALA MÉNDEZ en contra 

de CARLOS ARTURO ALARCÓN CONTRERAS, con el fin de que se libre mandamiento de 

pago por la suma de $1.500.000 por concepto del saldo insoluto de los honorarios 

pactados en la cláusula segunda del contrato de prestación de servicios suscrito entre las 

partes el 11 de agosto de 2017, más los intereses moratorios. 

 

Este Juzgado es competente para conocer la demanda por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio de la parte demandada, razón por la cual, 

procede al estudio de los documentos presentados como título base del recaudo: 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme.”  

 

En concordancia con la norma anterior, el artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden 

demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 

documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 

él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
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jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 

aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 

documentos que señale la ley.” 

 

De acuerdo con las disposiciones transcritas, sólo pueden exigirse por la vía ejecutiva las 

obligaciones que consten en el documento que se invoca como título ejecutivo, el cual 

debe provenir del deudor o emanar de una decisión judicial en firme, y dichas 

obligaciones deben reunir las características de ser expresas, claras y exigibles. 

 

Es expresa la obligación que aparece precisa y manifiesta en la redacción misma del título, 

es decir, que en el documento que contiene la obligación deben constar en forma nítida, 

en primer término, el crédito del ejecutante, y en segundo término, la deuda del ejecutado. 

La claridad consiste en que el documento que la contenga sea inteligible, inequívoco y sin 

confusión en el contenido y alcance de la obligación, de manera que no sea oscuro con 

relación al crédito a favor del acreedor y la deuda respecto del deudor. Y por último, es 

exigible cuando puede exigirse el cumplimiento por no estar sometida a plazo o condición. 

 

Ahora, la obligación no necesariamente debe estar contenida en un solo documento sino 

que puede verse reflejada en dos o más, siempre y cuando éstos constituyan una unidad 

jurídica, unidad que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”. 

 

De acuerdo con la Doctrina, los títulos complejos se configuran “cuando la obligación se 

deduce de dos o más documentos dependientes o conexos. En este caso el mérito ejecutivo 

emerge de la unidad jurídica del título, al ser integrado éste por una pluralidad de 

documentos ligados íntimamente”. Luego, “lo que se requiere en el título no es unicidad 

material en el documento, sino unidad jurídica del título; que de la pluralidad material de 

documentos se deduzca la existencia de una obligación en forma expresa, clara y exigible en 

favor del acreedor y a cargo del deudor, aunque algunas o varias de estas condiciones 

consten en uno o varios documentos, pero siempre y cuando esté plenamente acreditado que 

tales documentos plurales están unidos por una relación de causalidad y que tienen por 

causa u origen el mismo negocio jurídico”1. 

 

Precisamente, en los casos en que se pretende la ejecución de una suma de dinero por 

concepto de honorarios profesionales cuya fuente es un contrato de prestación de 

servicios, se requiere de varios documentos que conforman un título ejecutivo complejo 

compuesto por: (i) el contrato de prestación de servicios y (ii) la prueba del cumplimiento 

de la gestión encomendada, documentos éstos que deben ser auténticos. 

 

 
1 MORA G., Nelson, “Proceso de Ejecución”, tomo I, 5ª edición. 
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La complejidad del título ejecutivo se deriva de la misma naturaleza del contrato de 

prestación de servicios. En efecto, al ser un convenio bilateral, se requiere acreditar cuáles 

fueron las obligaciones que asumieron las partes contratantes y si las mismas fueron o no 

satisfechas conforme lo pactado. Pero además, cuando el pago de los honorarios quedó 

condicionado a una gestión, resulta menester acreditar que ésta se satisfizo tal como lo 

acordaron las partes, de manera que no exista duda alguna que los honorarios cuyo pago 

se reclama, corresponden a la gestión realizada satisfactoriamente por el mandatario. 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que el demandante ALEXANDER AYALA 

MÉNDEZ aporta como título ejecutivo el contrato de prestación de servicios profesionales 

suscrito entre él y el demandado CARLOS ARTURO ALARCON CONTRERAS (folios 6 y 7), 

cuyo objeto se pactó en los siguientes términos: 

 

“PRIMERA. OBJETO: El contratista en su calidad de trabajador independiente, 

utilizando sus propios medios, sin que exista horario determinado ni dependencia, se 

obliga con el contratante a ASESORAR Y REPRESENTAR AL CONTRATISTA EN EL 

PROCESO No. 2017-0328 RADICADO EN EL JUZGADO NOVENO (9) DE FAMILIA DE 

BOGOTÁ, y adelantar todas las acciones que sean pertinentes dentro del caso.” 

 

Los honorarios por la gestión anterior, se acordaron de la siguiente manera: 

 

“SEGUNDA. HONORARIOS Y FORMA DE PAGO: el contratante se obligan (sic) a pagar 

por concepto de honorarios, UN MILLON OCHOCIENTOS MIL PESOS ($1.800.000), los 

cuales serán cancelados así: cuatrocientos cincuenta mil ($450.000) pesos el día 15 de 

agosto; cincuenta mil ($450.000) pesos el día 15 de septiembre; cincuenta mil 

($450.000) pesos el día 15 de octubre y una (sic) cincuenta mil ($450.000) pesos el día 

15 de noviembre, se entiende que, si entre las partes del contrato se acuerda extender 

el servicio de asesoría a otra materia diferente de los enunciados en la primera 

cláusula, la remuneración de este servicio se hará de manera independiente a lo 

pactado en el presente contrato.” 

 

Al analizar el anterior documento, encuentra el Despacho que el título ejecutivo complejo 

necesario para la ejecución de honorarios profesionales, no se acreditó en el presente caso, 

por cuanto no se evidencia que la obligación reclamada sea actualmente exigible, ni se 

probó la gestión realizada por el demandante, y, por lo tanto, no se encuentran cumplidos 

los presupuestos establecidos en el artículo 422 del C.G.P., tal como pasa a explicarse. 

 

En primer lugar, se observa que, a pesar de que al inicio del contrato de prestación de 

servicios se determinó que el señor CARLOS ARTURO ALARCÓN CONTRERAS fungiría en 

calidad de contratante, mientras que el Dr. ALEXANDER AYALA MÉNDEZ lo haría como 

contratista, lo cierto es que, conforme a la cláusula primera, el contratista se obligó con el 

contratante a “asesorar y representar al contratista en el proceso No. 2017-0328 radicado 
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en el Juzgado Noveno (9) de Familia de Bogotá”; es decir, de plano se evidencia que la 

redacción del objeto del contrato no es clara, por cuanto de su literalidad se entendería que 

la representación contratada sería del contratista a sí mismo.  

 

Al margen de ello, si se entendiera que dicha circunstancia obedece a un error en la 

redacción del contrato, lo cierto es que el presente es un proceso ejecutivo y no 

declarativo, motivo por el cual, los documentos aportados para constituir el título base de 

recaudo deben ser de una claridad tal que no den lugar a dudas, suposiciones, ni a diversas 

interpretaciones.  

 

En todo caso, debe decirse que, tampoco se encuentra acreditado que el demandante 

hubiera asesorado y representado al señor CARLOS ARTURO ALARCÓN CONTRERAS en 

el “proceso No. 2017-0328 radicado en el Juzgado Noveno (9) de Familia de Bogotá”, pues no 

allegó el poder otorgado, ni el Auto por medio del cual se le reconoció personería para 

actuar en nombre y representación del demandado, ni probó ninguna otra actuación que 

haya desplegado en pro de la defensa de los intereses del demandado y con la cual 

demuestre el cumplimiento específico del objeto contractual. 

 

De esta manera, no existe documento alguno del cual se pueda inferir que quien actuó 

como apoderado del demandado en el proceso que se adelantó en el Juzgado 9 de Familia 

de Bogotá, haya sido el Dr. ALEXANDER AYALA MÉNDEZ. 

 

En segundo lugar, de la lectura del contrato de prestación de servicios aportado con la 

demanda, el Despacho no encuentra que la obligación sea expresa, clara, ni exigible. 

 

En efecto, en la cláusula segunda, las partes establecieron que, por el desarrollo de los 

servicios contratados, el contratante reconocería unos honorarios por valor de $1.800.000, 

los cuales serían cancelados en cuatro cuotas de la siguiente manera: “cuatrocientos 

cincuenta mil ($450.000) pesos el día 15 de agosto; cincuenta mil ($450.000) pesos el día 15 

de septiembre; cincuenta mil ($450.000) pesos el día 15 de octubre y una (sic) cincuenta mil 

($450.000) pesos el día 15 de noviembre…”.  

 

Conforme a lo anterior, se avizora que, únicamente hay certeza sobre el valor de la primera 

cuota, pactada tanto en letras como en números en la suma de “cuatrocientos cincuenta mil 

($450.000)”; sin embargo, sobre las restantes, la literalidad del contrato genera confusión, 

en tanto que, de manera escrita se señala que cada una corresponde a “cincuenta mil”, pero 

entre paréntesis se expresa en números la cifra de “$450.000”.  
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Dicha circunstancia, además, hace que la suma de dinero que reclama el demandante no 

sea clara, pues, si análogamente se acudiera a lo previsto en el artículo 623 del Código de 

Comercio, que frente a los títulos valores señala: “Si el importe del título aparece escrito a la 

vez en palabras y en cifras, valdrá, en caso de diferencia, la suma escrita en palabras…”, lo 

cierto es que el valor que arroja la suma de las cifras pactadas en letras no daría lugar a 

establecer que la obligación reclamada en la demanda en efecto corresponda a $1.500.000.  

 

Aunado a lo anterior, resulta importante destacar que, en la cláusula segunda se pactó que 

el contratante realizaría el pago de los honorarios los días 15 de agosto, 15 de septiembre, 

15 de octubre y 15 de noviembre, pero no se precisó el año, y, en consecuencia, no es 

posible establecer el plazo con que contaba el demandado para efectuar el pago, 

indeterminación que impide conocer si, a la fecha de presentación de la demanda el 

demandado había incumplido o no con su compromiso contractual, y, en consecuencia, si la 

obligación que se pretende ejecutar es exigible o no. 

 

Por las razones anteriores, el título no cumple los requisitos de claridad, expresividad y 

exigibilidad, puesto que, por un lado, no se prueba que la tarea a la que se comprometió el 

demandante con ocasión del contrato de servicios profesionales suscrito con el 

demandado haya sido satisfecha de conformidad con lo pactado, y por otro, tampoco se 

evidencia que la obligación cuyo pago se busca ejecutar sea actualmente exigible. 

 

En este punto es importante señalar, que el contrato de prestación de servicios per se no 

constituye el título ejecutivo, dado que en este caso se pretende la ejecución de los 

honorarios causados por unos servicios profesionales, lo que hacía imperativo probar que 

en efecto ocurrió la condición para el surgimiento de la contraprestación pecuniaria. 

 

Como ya se dijo, la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

todos los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, 

expresa y exigible, y en ese entendido, para que el título prestara mérito ejecutivo debían 

allegarse la totalidad de los documentos que lo componen, lo que no ocurrió en este caso, 

razón por la cual se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por ALEXANDER AYALA 

MÉNDEZ en contra de CARLOS ARTURO ALARCÓN CONTRERAS, conforme las razones 

expuestas en esta providencia. 
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SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 
DE BOGOTÁ D.C. 

 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

el presente PROCESO EJECUTIVO LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, radicado bajo el 

número 11001-41-05-008-2021-00415-00, de MARILUZ CASTILLO CAÑÓN contra la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, informando que en 

respuesta al requerimiento realizado en Auto que antecede, la demandada manifestó estar 

imposibilitada para dar cumplimiento a la Sentencia del 27 de abril de 2021 por faltar un 

documento. Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN 927 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho dispone:  

 

PRIMERO: PONER EN CONOCIMIENTO de la apoderada judicial de la parte demandante, 

la respuesta allegada por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES mediante correo electrónico del 26 de agosto de 2021, obrante en el 

archivo 067 del expediente digital. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1   

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

   
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL- Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, radicada bajo el 

número 11001-41-05-008-2021-00510-00, de la A.F.P. PORVENIR S.A. en contra de 

JOHN EDISSON DUARTE MEDINA, informando que la apoderada de la parte demandante, 

interpone recurso de reposición en contra del Auto que negó el mandamiento de pago. 

Pendiente por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 497 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La apoderada de la parte demandante, Dra. KEREN MARÍA PAEZ HOYOS, mediante 

memorial del 02 de septiembre de 2021 interpone recurso de reposición en contra del Auto 

Interlocutorio No. 488 del 30 de agosto de 2021, por medio del cual se negó el mandamiento 

de pago. 

 

Solicita la recurrente se revoque la providencia atacada y, en su lugar, se dé trámite a la 

demanda interpuesta, librando el mandamiento de pago a favor de la A.F.P. demandante. 

Para fundamentar su petición, alude a tres grandes argumentos, que se sintetizan a 

continuación así: 

 

En primer lugar, señala que, la Resolución 2082 de 2016 en el Capítulo 3 de su Anexo 

Técnico, sobre los Estándares de Cobro, hace mención en el numeral 3 a los aportantes que 

deben ser objeto de acciones de cobro persuasivo, señalando los eventos en que existe 

riesgo de incobrabilidad, en los cuales las Administradoras deben abstenerse de adelantar 

las acciones persuasivas y proceder en forma directa al cobro jurídico o coactivo que 

corresponda. Refiere que uno de ellos se presenta cuando “c. El aportante no tiene voluntad 

de pago, de acuerdo con la manifestación expresa que haga en este sentido a la 

Administradora por cualquier medio que permita su posterior verificación”.  
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Con base en ello, sostiene que PORVENIR inició el proceso de cobro a JOHN EDISSON 

DUARTE MEDINA en el mes de febrero de 2021, realizando gestión telefónica y enviando 

comunicaciones vía correo electrónico cada mes, evidenciándose que éste hace parte del 

grupo de aportantes que no tienen voluntad de pago; y que, por tal motivo, cuenta con las 

condiciones para que la Administradora pueda abstenerse de adelantar las acciones 

persuasivas y proceder en forma directa al cobro jurídico o coactivo que corresponda. 

 

En segundo lugar, refirió que la UGPP mediante concepto No. 2021400300577832 del 30 

de abril de 2021, esclarece que para la constitución del título que presta mérito ejecutivo 

no es requisito adjuntar documentos complementarios que demuestren el cumplimiento 

de los estándares de cobro establecidos en la Resolución 2082 de 2016, puntualmente 

frente a las acciones persuasivas, toda vez que las mismas -materializadas en los 

requerimientos que se realizan al deudor-, constituyen una buena práctica para el cobro de 

cartera al resultar exitosas para extinguir las obligaciones de manera expedita, pero en 

ningún caso, se exigen como documentos para constituir el título ejecutivo complejo. 

 

En tal virtud, considera la recurrente que la entidad demandante cumplió a cabalidad con 

los únicos dos documentos exigidos para iniciar la presente acción judicial, por lo que el 

título judicial se encuentra debidamente constituido y, en ese orden, el hecho de abstenerse 

de librar mandamiento de pago vulnera no solo lo previsto en el artículo 24 de la Ley 100 

de 1993, sino además, el derecho fundamental a la seguridad social de los afiliados a la 

A.F.P., ya que se obstruye el cobro de los periodos en mora, beneficiando al empleador 

moroso, con el riesgo de que éste se ilocalice o se liquide. 

 

En tercer lugar, sostiene que la Resolución 444 de 2013 emitida por la UGPP fue creada 

para la regulación de las acciones de cobro adelantadas por los Fondos, pero con ella no se 

pude pretender modificar lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993, y, en tal 

sentido, no pueden exigirse requisitos adicionales a los previstos por las normas generales. 

Además, que los estándares de cobro estipulados por la UGPP únicamente rigen la relación 

entre esa entidad y las AFP, por lo que, ante su incumplimiento se generarán las sanciones 

a que haya lugar, sin que se haya establecido que dentro de los procesos judiciales deba 

hacerse un control y seguimiento a las acciones que ya son vigiladas por la UGPP.   

 

De conformidad con lo anterior, lo primero que debe indicarse es que el recurso de 

reposición tiene como propósito que el Operador Judicial vuelva sobre la decisión adoptada 

para que la revoque o reforme, dictando en su lugar una nueva. Sobre su procedencia el 

artículo 63 del C.P.T. establece: “El recurso de reposición procederá contra los autos 

interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a su notificación cuando se 

hiciere por estados…”. 
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En el presente caso, se observa que el recurso de reposición fue elevado dentro del término 

legal correspondiente, esto es, dentro de los dos días siguientes a la notificación por estado 

del Auto del 30 de agosto de 2021; así como también está dirigido en contra de una 

providencia que tiene el carácter de interlocutoria en tanto negó el mandamiento de pago. 

 

No obstante lo anterior, desde ya debe decirse que no se encuentran motivos que conlleven 

a variar la decisión adoptada en el Auto recurrido y, en consecuencia, que generen su 

revocatoria, por las razones que pasan a exponerse.  

 

Observa el Despacho que la inconformidad de la parte demandante radica en la aplicación 

de los estándares de cobro previstos en la Resolución 2082 de 2016 como requisito previo 

para iniciar la acción judicial de cobro de los aportes pensionales dejados de cancelar por 

los empleadores al Sistema General de Pensiones. Lo anterior, bajo el argumento que dicha 

norma de carácter reglamentario no puede modificar lo dispuesto en el artículo 24 de la 

Ley 100 de 1993 y, en ese orden, no pueden exigirse requisitos adicionales a los previstos 

en las “normas generales”.  

 

Al respecto, es importante señalar que, contrario a lo manifestado por la parte actora, la 

Resolución aludida no fue traída a colación y no fue aplicada, en la providencia que se ataca, 

de manera autónoma e independiente, sino por mandato del parágrafo 1º del artículo 178 

de la Ley 1607 de 2012, según el cual, corresponde a las administradoras (sin hacer 

ninguna distinción) del Sistema de Protección Social continuar adelantando las acciones de 

cobro de la mora registrada de sus afiliados, para lo cual, es su obligación aplicar los 

estándares de procesos que fije la UGPP; estándares que, precisamente, se encuentran 

contenidos en la Resolución 2082 de 2016.  

 

En otras palabras, siguiendo la literalidad del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012, solo cuando la UGPP adelanta el cobro directamente en aquellos casos en que 

considere conveniente hacerlo, “no se requieren actuaciones persuasivas previas por parte 

de las administradoras”, de lo contrario, si son estas últimas las que adelantan el cobro 

“estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP”. 

 

Bajo ese panorama, se advierte entonces que, evidentemente la Resolución 2082 de 2016 

no puede aplicarse, bajo ninguna circunstancia, por encima de lo establecido en la Ley 100 

de 1993, pues aquella es de una menor jerarquía normativa. Sin embargo, nótese que en el 

sub examine, la dicotomía no surge de la aplicación de una u otra de tales normas, sino, en 

realidad, de la aplicación de lo previsto en la Ley 100 de 1993 (artículo 24) versus lo 

previsto en la Ley 1607 de 2012 (artículo 178); disposiciones reguladas, la primera, en el 

artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, y la segunda, en la Resolución 2082 de 2016. Dicho 
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fenómeno jurídico ha sido denominado por la jurisprudencia constitucional como una 

antinomia entre disposiciones jurídicas, entendiéndose la misma como: 

 

“(…) la situación en que se encuentran dos disposiciones pertenecientes a un mismo 

sistema normativo que, concurriendo en los ámbitos temporal, espacial, personal y de 

validez, reconocen consecuencias jurídicas incompatibles entre sí a determinado 

supuesto fáctico, resultando imposible su aplicación simultánea.”1 

 

Así las cosas, a efectos de determinar cuál de las dos normas es aplicable al caso concreto, 

cabe recordar lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-451 de 2015, donde 

en observancia de lo previsto en las Leyes 57 y 153 de 1887 y en la jurisprudencia de esa 

Corporación, recalcó que existen cuando menos tres criterios hermenéuticos para 

solucionar los conflictos que se presenten entre leyes, los cuales son: 

 

“(i) el criterio jerárquico, según el cual la norma superior prima o prevalece sobre la 

inferior (lex superior derogat inferiori); (ii) el criterio cronológico, que reconoce la 

prevalencia de la norma posterior sobre la anterior, esto es, que en caso de 

incompatibilidad entre dos normas de igual jerarquía expedidas en momentos distintos 

debe preferirse la posterior en el tiempo (lex posterior derogat priori); y (iii) el criterio 

de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general (lex specialis 

derogat generali). Con respecto a este último criterio, se sostiene que, en tales casos, no 

se está propiamente ante una antinomia, en razón a que se entiende que la norma 

general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es regulado por la 

norma especial, con lo cual las mismas difieren en su ámbito de aplicación.” 

 

Aplicando tales parámetros jurisprudenciales al presente asunto, se evidencia que se está 

ante dos normas que tienen la misma jerarquía normativa, al tratarse de dos leyes 

ordinarias, a través de las cuales, por un lado, se crea el sistema de seguridad social integral 

(Ley 100 de 1993), y por el otro, se expiden normas en materia tributaria (Ley 1607 de 

2012), por lo que, frente al criterio jerárquico, no hay lugar a aplicar alguna de manera 

prevalente. 

 

En lo que respecta al criterio cronológico, debe decirse que, mientras la Ley 100 de 1993 

fue expedida el 23 de diciembre de 1993, la Ley 1607 de 2012 lo fue el 26 de diciembre del 

2012, por lo que podría decirse que es dable aplicar esta última de manera preferente.  

 

Sin embargo, en adición a lo anterior, importa igualmente señalar que, bajo el principio de 

especialidad, también son las previsiones del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, las que 

deben aplicarse preferentemente sobre lo indicado en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

 

 
1 Sentencia C-439 de 2016 
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En efecto, frente al procedimiento para el cobro de aportes pensionales adeudados, el 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993 señala que el mismo debe seguirse de acuerdo con la 

reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional; reglamentación que se 

encuentra materializada en el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, únicamente.  

 

Contrario sensu, frente al mismo tema de cobro de aportes en mora, el parágrafo 1º del 

artículo 178 de la Ley 1607 de 2012 establece que, las administradoras en desarrollo de 

esas acciones de cobro están obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP, 

los cuales fueron inicialmente establecidos en la Resolución 444 de 2013, pero ésta fue 

subrogada por la Resolución 2082 de 2016, que se encuentra actualmente vigente.  

 

De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que, si bien frente al mismo eje temático 

-acción de cobro de aportes pensionales en mora-, existen dos normas de igual jerarquía 

normativa que pueden ser aplicables al caso concreto, lo cierto es que la Ley 1607 de 2012 

en su artículo 178, con la reglamentación contenida en la Resolución 2082 de 2016, resulta 

aplicable de manera preferente, no solo por haber sido expedida con posterioridad a la Ley 

100 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2633 de 1994, sino, además, porque implica un 

ejercicio mucho más específico en lo que respecta al trámite de cobro previo al inicio de la 

acción ejecutiva laboral.  

 

Lo anterior, habida cuenta que, por virtud del parágrafo 1º del artículo 178 de la Ley 1607 

de 2012 se cuenta con toda una Resolución que consigna las pautas, estándares y 

lineamientos para adelantar las acciones de cobro en cabeza de las Administradoras de 

Fondos de Pensiones; mientras que por virtud de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, tan solo se cuenta con el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 que, de manera 

más general, prevé los requisitos para ejercer las acciones de cobro; generalidad que es 

reconocida por la propia recurrente. 

 

Dicha circunstancia evidencia que la Ley 1607 de 2012 comporta con mayor especialidad 

la regulación del tema que nos ocupa, motivo por el cual su aplicación resulta preferente, y, 

por ende, es el cumplimiento de los requisitos de que trata la Resolución 2082 de 2016, lo 

que habilita la posibilidad de librar el mandamiento de pago solicitado.  

 

En este punto, cabe resaltar que, si bien en el concepto emitido por la UGPP el 30 de abril 

de 2021 y aportado por la apoderada de la parte demandante junto con su recurso, se 

señala que el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994 se encuentra compilado en el Decreto 

Único Reglamentario 1833 de 2016, norma que fue expedida el 10 de noviembre de 2016, 

esto es, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1607 de 2012 y de la Resolución 

2082 de 2016 (06 de octubre de 2016), lo cierto es que esta situación no permite enervar 
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los argumentos que frente al criterio cronológico y de especialidad se establecieron líneas 

atrás.  

 

En efecto, según se desprende de los propios antecedentes de dicho Decreto, el mismo tiene 

como función compilar normas reglamentarias preexistentes que se encuentran vigentes, a 

efectos de mantener actualizado el ordenamiento jurídico, y, en tal sentido, dicha tarea 

implica “la simple actualización de la normativa compilada, para que se ajuste a la realidad 

institucional y a la normativa vigente”.  

 

En virtud de ello, se observa que el artículo 2.2.3.3.8 del Decreto 1833 de 2016 reproduce 

de manera exacta el artículo 5º del Decreto 2633 de 1994, cambiando únicamente la 

expresión “Superintendencia Bancaria” por “Superintendencia Financiera de Colombia”, a 

efectos de actualizar la norma a la realidad institucional, sin que de ello sea dable si quiera 

inferir que aquél haya modificado la norma inicial o incluido una nueva disposición, que 

pueda ser considerada como de aplicación prevalente, bien por el criterio cronológico, ora 

por el criterio de especialidad, motivo por el cual mantiene el Juzgado la consideración de 

que la Ley 1607 de 2012 es de aplicación preferente sobre la Ley 100 de 1993.  

 

Bajo ese entendido, resulta claro que la obligación contenida en el parágrafo 1º del artículo 

178 de la ley 1607 de 2012 es de estricta observancia, pues es la norma que de manera más 

específica regula el tema del procedimiento de cobro de los aportes pensionales en mora. 

Así pues, dado que dicha norma remite directamente a la Resolución 2082 de 2016 

expedida por la UGPP, es por lo que se encuentra ajustada a derecho la exigencia que este 

Juzgado hace del cumplimiento de los requisitos allí previstos para la constitución del título 

ejecutivo complejo, a saber, (i) la liquidación que presta mérito ejecutivo expedida por la 

A.F.P. y (ii) las acciones persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos 

veces en determinados períodos de tiempo, tal como se expuso en el Auto que negó el 

mandamiento de pago. 

 

Ahora, se avizora que el segundo argumento esgrimido por la recurrente para atacar dicha 

providencia, radica en que la misma entidad que expidió la Resolución 2082 de 2016, esto 

es, la UGPP, emitió el concepto No. 2021112000976411 del 30 de abril de 2021, en el cual 

establece que las acciones persuasivas previstas en el artículo 12 ibidem están dirigidas a 

que, una vez se constituya el título ejecutivo, se adelanten las acciones tendientes a 

procurar el pago voluntario antes de iniciar el cobro por vía judicial, pero que las mismas 

no constituyen una unidad jurídica con la liquidación a efectos de conformar un título 

ejecutivo complejo.  
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Al respecto, lo primero que debe indicarse es que, el documento al cual hace mención la 

apoderada de la parte demandante, corresponde a la respuesta que la UGPP brindó frente 

a una consulta previamente elevada por parte de la Directora de Estrategia de Gestión 

Jurídica de PORVENIR S.A.  

 

Frente a la naturaleza jurídica de los conceptos emitidos por las entidades públicas en 

repuesta a un derecho de petición de consulta, la Corte Constitucional en la sentencia C-542 

de 2005, estableció que se trata de orientaciones, puntos de vista y consejos que cumplen 

una función tanto didáctica como de comunicación fluida y transparente. En tal sentido, 

advirtió que, dichos conceptos no son de obligatorio cumplimiento, ni de su contenido 

puede derivarse alguna responsabilidad patrimonial en cabeza de la entidad que lo emitió, 

pues ello podría significar la ruptura del principio de legalidad, por cuanto “se le otorgaría 

a cada autoridad pública el derecho de hacer una interpretación auténtica de la ley”.  

 

A su turno, en sentencia del 06 de marzo de 2019, el Consejo de Estado, Sección Quinta, con 

ponencia del Magistrado Filemón Jiménez Ochoa, sostuvo que: 

 

“(…) Sobre el particular la Sala dirá que si bien la actividad consultiva que cumplen las 

autoridades públicas es un valioso instrumento en el desarrollo del derecho, sus 

conceptos no dejan de ser simples criterios orientadores en la medida que se producen 

al amparo del contenido normativo del artículo 25 del Código Contencioso 

administrativo, y, en todo caso, no pueden considerarse como normas que, en 

determinado asunto, puedan tener el carácter de vinculantes” (Negrillas fuera del 

texto).  

 

Conforme a lo anterior, resulta claro que el análisis conceptual que las autoridades 

administrativas realizan frente a la interpretación de determinada norma, de manera 

alguna constituye un imperativo para la autoridad judicial en la toma de sus decisiones, 

máxime cuando por disposición expresa del artículo 230 de la Constitución Política, los 

Jueces son autónomos en la interpretación del ordenamiento jurídico y, en sus 

providencias, únicamente están sometidos al imperio de la ley, teniendo como criterios 

auxiliares en el desarrollo de su actividad judicial: la equidad, la jurisprudencia, los 

principios generales del derecho y la doctrina.  

 

En ese orden de ideas, el concepto emitido por la Subdirectora Jurídica de Parafiscales de 

la UGPP el 30 de abril de 2021, no constituye para este Juzgado un criterio vinculante, y así 

lo dejó en claro la misma entidad al inicio del referido documento al señalar que: “(…) esta 

respuesta, no comprometerá la responsabilidad de la entidad que la atiende, ni serán de 

obligatorio cumplimiento o ejecución, constituyéndose simplemente en un criterio 

orientador”; de lo cual es dable concluir que, aquél no es un imperativo, en virtud del cual 
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sea eventualmente procedente modificar la decisión adoptada en el Auto del 30 de agosto 

de 2021. 

 

En todo caso, es menester resaltar que la posición establecida por la UGPP en el mencionado 

concepto, no puede tenerse tampoco como un criterio auxiliar de interpretación de los 

contenidos de la Resolución 2082 de 2016 y su aplicación en el caso concreto, toda vez que 

el mismo está estructurado sobre un entendimiento erróneo de la naturaleza jurídica del 

título ejecutivo en virtud del cual puede impetrarse la acción judicial para el cobro de los 

aportes pensionales en mora.   

 

En primer lugar, porque los argumentos esgrimidos por la UGPP parten de la consideración 

de que, en casos como el presente, la norma aplicable es el artículo 5º del Decreto 2633 de 

1994, compilado en el artículo 2.2.3.3.8 del Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016, 

por disposición del artículo 24 de la Ley 100 de 1993; situación frente a la cual, como quedó 

establecido en antelación, hay motivos suficientes para considerar que, en realidad, es 

procedente aplicar de manera prevalente el mandato contenido en el parágrafo 1º del 

artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, que remite directamente a la Resolución 2082 de 2016.  

 

En segundo lugar, porque para la UGPP, el requerimiento previo de que trata el artículo 5º 

del Decreto 2633 de 1994 puede tenerse por satisfecho con el Aviso de Incumplimiento 

previsto en el artículo 8º de la Resolución 2082 de 2016, ya que con el mismo se busca 

incentivar el pago voluntario de las contribuciones parafiscales que presenten un 

incumplimiento igual o inferior a 30 días calendario y, además, se trata de una actuación 

previa a la constitución del título ejecutivo; circunstancias estas por las que -dice la entidad- 

uno y otro son asimilables.  

 

Sobre este particular, cabe mencionar que, dentro de los requisitos exigidos en el Auto 

recurrido no se encuentra el referido Aviso de Incumplimiento, pues no se considera que 

éste sea el que deba exigirse para el inicio de la demanda ejecutiva. Lo anterior se 

fundamenta en que el artículo 2º de la Resolución 2082 de 2016 es claro en señalar que su 

ámbito de aplicación exige de las Administradoras Públicas y Privadas de la Protección 

Social, conformado, entre otros, por el Sistema General de Seguridad Social integral 

(Salud, Pensiones y Riesgos Laborales), cumplir de manera obligatoria con los estándares 

de cobro establecidos en dicha norma.  

 

El artículo 3º ibidem prevé cuatro estándares de procesos de cobro, con los que se busca 

mejorar la gestión de cobro y optimizar el recaudo de la cartera en mora; dichos estándares 

son: 1) Uso Eficiente de la Información; 2) Aviso de Incumplimiento; 3) Acciones de cobro; 

y 4) Documentos y Formalización.  
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Para el caso concreto, el Despacho considera que el estándar al cual debe acudirse es el 

tercero, toda vez que éste es el que establece de manera específica lo pertinente frente a los 

requisitos que deben observarse previo a dar inicio a las acciones de cobro coactivo o 

judicial, por lo que no es dable aplicar el contenido del segundo estándar relativo al Aviso 

de Incumplimiento.  

 

Lo anterior, máxime si se tiene en cuenta que, es el propio artículo 13 de la Resolución 2082 

de 2016 el que dispone que, cuando haya vencido el término de 45 días previsto en el 

artículo 12 ibidem, es que las administradoras tendrán un término de 5 meses para dar 

inicio a las acciones de cobro judicial; es decir, la norma prescribe un procedimiento que 

debe ser observado por las administradoras dentro de los términos allí dispuestos y solo 

cuando hayan vencido los mismos es que puede acudir a la jurisdicción, donde 

consecuencialmente, deberá acreditar haber cumplido con dicho trámite.  

 

En tercer lugar, la UGPP sostiene que, como las acciones persuasivas establecidas en el 

artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016 son posteriores a la expedición del título 

ejecutivo, el cual corresponde únicamente a “la liquidación emitida por la administradora”, 

es por lo que las mismas se constituyen simplemente en actos tendientes a procurar el pago 

voluntario antes de dar inicio a las acciones de cobro judicial, pero que de ninguna manera 

conforman una unidad jurídica para constituir el título ejecutivo.  

 

Sin embargo, esta conclusión se fundamenta en la convicción errada de que para el cobro 

judicial de los aportes en mora, el título ejecutivo que se requiere es simple o singular; 

argumento que surge evidente cuando la entidad señala que: “si con la liquidación emitida 

por la administradora, en ella se incorpora una obligación clara, expresa y exigible y 

constituye plena prueba contra el deudor, se constituye un título ejecutivo singular y por 

consiguiente, no requiere de otros documentos para complementarlo”.  

 

Es precisamente por esa manifestación que, a renglón seguido, la UGPP concluye 

sosteniendo que: “Así las cosas, nuestro criterio jurídico frente al tema consultado es que las 

acciones persuasivas (mínimo dos como lo señala la Resolución 2082 de 2016) tienen como 

finalidad propender por el pago voluntario de las obligaciones incorporadas en el título 

ejecutivo emitido por la administradora, y en ningún caso, conforman una unidad jurídica 

para constituir un título ejecutivo complejo.” 

 

Pues bien, frente a dicha circunstancia, basta con reiterar que, por vía jurisprudencial se ha 

establecido de manera unánime que, en tratándose del cobro por vía ejecutiva de aportes 

al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, es indispensable aportar al expediente los 

documentos que conforman un título ejecutivo complejo, habida cuenta que, no es dable 
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considerar que el título corresponde únicamente a la liquidación elaborada por la 

administradora, así ésta per se preste mérito ejecutivo. 

 

Al respecto, se trae a colación lo señalado por la Sala Laboral del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá en Auto del 12 de mayo de 2015, con ponencia del Magistrado 

Diego Roberto Montoya Millán, en donde se señaló: 

 

“La norma recién citada permite concebir el requerimiento previo como requisito de 

procedibilidad para poder iniciar la acción ejecutiva para el cobro de aportes al sistema 

de seguridad social en pensiones, de manera tal que sin la satisfacción de ese requisito 

no es viable la ejecución, es decir, tanto el requerimiento previo como la consiguiente 

liquidación efectuada por la entidad conforman un título ejecutivo complejo o 

compuesto.” 

 

En igual sentido, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con 

ponencia del Magistrado Jorge Eduardo Ramírez Amaya, en Auto proferido dentro del 

expediente con radicación No. 760013105000220140077801, recalcó: 

 

“Según las normas en cita, el título ejecutivo para el cobro de los aportes obligatorios 

de pensiones, es un complejo y se encuentra constituido por: 

1. La liquidación de los aportes adeudados elaborada por el fondo de pensiones (…) 

2. La prueba de haberse hecho el respectivo requerimiento al empleador moroso”. 

 

Dentro de esa misma Corporación, el Magistrado Germán Varela Collazos, en Autos del 26 

de julio de 2019, dentro de los expedientes con radicados Nos. 76001-31-05-017-2018-

00794-01, 76001-31-05-017-2018-00660-01 y 76001-31-05-006-2018-00007-01, frente 

al trámite de cobro de los aportes pensionales en mora, resaltó igualmente que el título 

ejecutivo base de la ejecución debe ser complejo. En efecto, siguiendo la postura expuesta 

en el módulo “Proceso ejecutivo” de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla del año 2015, 

señaló: 

 

“De conformidad con lo expuesto, la Sala acoge la postura que indica que se le debe de 

comunicar al empleador de la existencia de la deuda por la cual se inicia la ejecución, 

para que exista una claridad sobre la constitución en mora al deudor y de no ser así se 

desconoce su derecho de defensa, en los términos del artículo 29 de la Constitución 

Política.” 

 

Así las cosas, resulta claro que, el concepto de la UGPP no se constituye en un parámetro 

que permita interpretar de mejor manera las disposiciones previstas en la Resolución 2082 

de 2016, pues es evidente que, en su criterio, las comunicaciones que conforman las 

acciones persuasivas no son de relevancia en el trámite judicial, en tanto no se requiere de 

un título ejecutivo complejo para impetrar la acción ejecutiva laboral.  
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Tal circunstancia, por el contrario, para el Juzgado sí comporta gran importancia, toda vez 

que, son precisamente las dos comunicaciones de cobro persuasivo previstas en el artículo 

12 ibidem, las que, junto con la liquidación elaborada por la administradora dentro de un 

plazo máximo de 4 meses siguientes a la fecha límite de pago (artículo 11), constituyen la 

unidad jurídica que se requiere para la existencia del título ejecutivo complejo, el cual sólo 

así estructurado, representa la obligación clara, expresa y exigible cuya ejecución puede 

solicitarse por vía jurisdiccional. Dicho entendimiento, además, fue admitido y reiterado 

por la apoderada judicial de la parte actora en su recurso, sin que se haya elevado una 

interpretación en un sentido distinto.  

 

De lo anterior, es dable concluir entonces, que la A.F.P. demandante, teniendo la obligación 

de hacerlo, no acreditó dentro de la demanda ejecutiva la totalidad de documentos que 

componen el título ejecutivo compuesto base de la ejecución solicitada, en los términos 

previstos en el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 y en el Capítulo 3º de su Anexo 

Técnico, norma aplicable al presente caso, en virtud de lo dispuesto en el parágrafo 1º del 

artículo 178 de la Ley 1607 de 2012.  

 

Ello por cuanto, si bien se allegó la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de 

los aportes pensionales y los intereses adeudados por el empleador JOHN EDISSON 

DUARTE MEDINA, así como copia del primer contacto para cobro persuasivo, éste no se 

hizo dentro del término, y además, no fue acreditado el envío del segundo contacto previsto 

en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016, a través de alguno de los canales previstos 

en dicha norma.  

 

Ahora, se observa que la apoderada de la parte demandante en su recurso justifica la no 

necesidad, en este caso particular, de ejercer las acciones de cobro persuasivo, aduciendo 

que existe riesgo de incobrabilidad porque el empleador moroso se enmarca en el literal c) 

del numeral 3, del Capítulo III del Anexo Técnico de la Resolución 2082 de 2016 y que, en 

tal virtud, la Administradora se encuentra facultada para acudir directamente al cobro 

jurídico o coactivo de los aportes adeudados.  

 

La norma en mención prevé que: 

 
“3. APORTANTES QUE DEBEN SER OBJETO DE ACCIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las acciones de cobro persuasivo deben adelantarse para todas las obligaciones en 
mora que presenten los aportantes ante las administradoras que no se les haya iniciado 
cobro jurídico o coactivo, según sea el caso, y además no presenten riesgo de 
incobrabilidad. 
 
En este sentido, se considera que existe riesgo de incobrabilidad, cuando se presenten 
las siguientes condiciones, y en estos casos, las Administradoras deben abstenerse de 
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adelantar las acciones persuasivas y proceder en forma directa al cobro jurídico o 
coactivo que corresponda: 
 
c) El aportante no tiene voluntad de pago, de acuerdo con la manifestación expresa 
que haga en este sentido a la Administradora por cualquier medio que permita 
su posterior verificación…” (Subrayas y negrillas fuera del texto) 

 

Al respecto, para la recurrente, el hecho de que se haya iniciado el proceso de cobro al 

demandado en el mes de febrero de 2021, realizando gestión telefónica y enviando 

comunicaciones vía correo electrónico cada mes, sin que se haya efectuado el pago, 

evidencia que éste hace parte del grupo de aportantes que no tienen voluntad de pago.  

 

Sin embargo, el Juzgado discrepa de dicho argumento, como quiera que, de la lectura del 

literal c) de la norma transcrita, es menester que el empleador haya manifestado 

expresamente su no voluntad de pago por cualquier medio y que ello pueda constatarse con 

posterioridad. Empero, revisadas las documentales aportadas junto con la demanda, no se 

encuentra ninguna tendiente a acreditar que, en efecto, el empleador JOHN EDISSON 

DUARTE MEDINA haya indicado en alguna oportunidad de manera explícita que no 

efectuaría los pagos requeridos, ni en las llamadas que se dice haber realizado, ni mediante 

correo electrónico o por cualquier otro medio.   

 

Así las cosas, aun cuando lo señalado por la apoderada de la parte actora evidenciaría una 

renuencia implícita, lo cierto es que ello no configura la consecuencia prevista en la norma, 

pues para que sea posible prescindir de las acciones persuasivas es necesario que el 

aportante moroso haya exteriorizado su voluntad de no pago de manera expresa y que obre 

prueba de dicha manifestación, situación que no se acreditó en el sub examine.  

 

En consecuencia, como la demandante no dio cumplimiento a los requisitos previstos en la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su Anexo Técnico, específicamente el relativo a 

las acciones persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces después  

de elaborada la liquidación que presta mérito ejecutivo, y, por consiguiente, no acreditó la  

conformación del título ejecutivo complejo necesario para librar mandamiento, habrá de 

mantenerse incólume la decisión adoptada en el Auto del 30 de agosto de 2021.    

 

Finalmente, importa poner de presente a la recurrente que, estando acreditado que la 

decisión de negar el mandamiento de pago pretendido se encuentra ajustada a derecho y 

conforme con las piezas procesales obrantes en el expediente, no puede atribuírsele al 

Juzgado vulneración de derecho fundamental alguno, menos aún, el de la seguridad social 

de los afiliados de la A.F.P., teniendo en cuenta que, le corresponde a esta última adelantar 

los procedimientos de cobro de los aportes en mora, sin que de ninguna manera pueda 

trasladarle a sus afiliados, y menos a la autoridad judicial, la responsabilidad por los 
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trámites que no fueron adelantados en su momento, o por los que no se efectuaron en 

debida forma.  

 

Al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia SL-

537 del 19 de febrero de 2019, con ponencia del Magistrado Omar de Jesús Restrepo Ochoa, 

sostuvo lo siguiente: 

 

“(…) antes de que la administradora de pensiones traslade las consecuencias del no pago 

de los aportes al afiliado o sus beneficiarios, debe probar que, previamente cumplieron 

con su obligación de manera diligente, que no es otra sino las correspondientes 

acciones de cobro (…). Pues es responsabilidad de aquellas garantizar la 

efectividad de los derechos de los afiliados. (…) 

 

En ese orden, su labor no consiste en el simple recaudo de los aportes, sino que, como 

administrador de esos recursos, tiene la obligación legal de vigilancia, a fin de que estos 

se hagan efectivos aun ejerciendo, de ser necesario, las acciones coercitivas pertinentes. 

Como lo ha establecido esta corporación en la sentencia CSJ SL4539-2018 

rememorando la CSJ SL34270, 22 jul. 2008: 

 

Sobre este punto, la Sala desde la sentencia CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 34270 en la que 

rectificó su criterio, se ha pronunciado de manera reiterada y pacífica, sosteniendo que 

el incumplimiento de la administradora de pensiones en su deber legal de cobro 

al empleador moroso, conduce inexorablemente, a que responda por la prestación 

reclamada, decisión que se ha rememorado recientemente en la CSJ SL3399-2018”. 

 

Así las cosas, resulta diáfano concluir que, la responsabilidad frente al procedimiento de 

cobro de aportes pensionales en mora recae única y exclusivamente en la Administradora 

del Fondo de Pensiones, quien tendrá que acreditar un actuar diligente, pues, de lo 

contrario, será en ella en quien recaiga la obligación de responder por la prestación 

pensional que se reclame; de manera que, no es de recibo el argumento de la recurrente 

relativo a que, con la decisión adoptada por este Juzgado, se obstruya el derecho de sus 

afiliados de acceder al derecho pensional que eventualmente les corresponda.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el Auto Interlocutorio No. 488 del 30 de agosto de 2021, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy: 

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

 Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 
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INFORME SECRETARIAL. - Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, radicada bajo el 

número 11001-41-05-008-2021-00511-00, de la A.F.P. PORVENIR S.A. en contra de 

FITNESS FOOD S.A.S., informando que la apoderada de la parte demandante, interpone 

recurso de reposición en contra del Auto que negó el mandamiento de pago. Pendiente 

por resolver, sírvase proveer. 

 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 498 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La apoderada de la parte demandante, Dra. PAULA ALEJANDRA QUINTERO BUSTOS, 

interpone recurso de reposición en contra del Auto Interlocutorio No. 489 del 30 de 

agosto de 2021, por medio del cual se negó el mandamiento de pago. 

 

El recurso de reposición tiene como propósito que el Juez vuelva sobre la decisión para 

que la revoque o reforme, dictando en su lugar una nueva. Sobre su procedencia el 

artículo 63 del Código de Procedimiento Laboral establece: “El recurso de reposición 

procederá contra los autos interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días 

siguientes a su notificación cuando se hiciere por estados…”.  

 

Teniendo en cuenta la norma en cita, advierte el Despacho, que el recurso de reposición 

presentado por la demandante, es extemporáneo por cuanto fue interpuesto después de 

que ya habían transcurrido los dos (2) días hábiles siguientes a la notificación por estado. 

 

En efecto, el Auto Interlocutorio No. 489 del 30 de agosto de 2021, se envió al email de la 

apoderada judicial de la parte demandante, Dra. PAULA ALEJANDRA QUINTERO 

BUSTOS por09898@porvenir.com.co, señalado en el acápite de notificaciones de la 

demanda, el mismo lunes 30 de agosto de 2021; se notificó en el estado electrónico No. 

097 el día martes 31 de agosto de 2021; los dos (2) días hábiles siguientes fueron: el 

miércoles 01 y el jueves 02 de septiembre de 2021, lo que quiere decir, que el término 

mailto:por09898@porvenir.com.co
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para interponer el recurso feneció el 02 de septiembre de 2021 a las 5:00 pm y, fue 

presentado el 03 de septiembre de 2021 a las 14:54 p.m., esto es, por fuera del término 

legal, tal y como se puede observar en el siguiente pantallazo tomado del correo 

electrónico del Juzgado: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Es importante resaltar en este punto, el artículo 109 del Código General del Proceso que, 

frente a la presentación y trámite de memoriales, así como frente a la incorporación de 

escritos y comunicaciones, establece lo siguiente:  

 

“El secretario hará constar la fecha y hora de presentación de los memoriales y 
comunicaciones que reciba y los agregará al expediente respectivo; los ingresará 
inmediatamente al despacho solo cuando el juez deba pronunciarse sobre ellos fuera 
de audiencia. Sin embargo, cuando se trate del ejercicio de un recurso o de una 
facultad que tenga señalado un término común, el secretario deberá esperar a que 
este transcurra en relación con todas las partes. 
 
Los memoriales podrán presentarse y las comunicaciones transmitirse por cualquier 
medio idóneo. 
 
Las autoridades judiciales llevarán un estricto control y relación de los mensajes 
recibidos que incluya la fecha y hora de recepción. También mantendrán el buzón del 
correo electrónico con disponibilidad suficiente para recibir los mensajes de datos. 
 
Los memoriales, incluidos los mensajes de datos, se entenderán presentados 
oportunamente si son recibidos antes del cierre del despacho del día en que vence el 
término.” 
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Igualmente, sobre la oportunidad en la radicación de memoriales, en particular mediante 

el envío a través de correos electrónicos, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 

en providencia AL5509-2019, radicación 86299 del 4 de diciembre de 2019, puntualizó:  

 

“Se tiene entonces, que el Código General del Proceso, en el acápite de presentación y 
trámite de memoriales e incorporación de escritos y comunicaciones, ordena en el 
inciso 4° de su artículo 109, que «Los memoriales, incluidos los mensajes de datos, se 
entenderán presentados oportunamente si son recibidos antes del cierre del Despacho 
del día en que vence el término»; ahora bien, de lo anterior se colige sin mayor 
hesitación, que aunque la norma en cita permite a las partes, la presentación de 
escritos o memoriales, cuyo destino sean los procesos judiciales en marcha, y que se 
puedan presentar o hacer llegar por cualquiera de los diferentes canales de 
comunicación, ya sea fax, vía correo electrónico, u otros medios digitalizados, debe 
tenerse presente de igual forma, que aquellos que sean enviados bajo tales parámetros 
o modalidades, solamente se entenderán presentados en tiempo hábil, si son allegados 
a las Corporaciones de destino, antes del cierre del correspondiente despacho, en el día 
de vencimiento del respectivo término; teniendo en cuenta de igual forma, que el 
Acuerdo N° CSJRA16-524 de abril 18 de 2016, expedido por el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Risaralda, fijó el horario de trabajo y atención al público para los 
despachos judiciales que conforman el Distrito Judicial de Pereira, los días hábiles de 
la semana de 7:00 am hasta las 12 m, y de 1:00 pm a 4:00 pm, en forma definitiva. 
 
Así las cosas, si el recurrente tenía la intención de presentar el escrito solicitando se le 
concediera el recurso extraordinario de casación vía correo electrónico, debió prever o 
tomar la precaución necesaria, para que el memorial estuviese en la bandeja de 
destino, con antelación a la hora del cierre en el respectivo despacho, lo cual no 
sucedió”. 

 

En el caso de la ciudad de Bogotá, las cinco de la tarde (05:00 p.m.) es la franja horaria 

límite establecida por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura 

(Acuerdo 4034 de 15 de mayo de 2007) para la atención del público, y por ende, el 

derrotero para la recepción de memoriales indistintamente del mecanismo utilizado. 

 

Es de advertir, que en este caso no tiene aplicación las disposiciones del Código General 

del Proceso, es decir, el inciso 3° del artículo 318 del C.G.P., como quiera que en materia 

laboral existe norma especial que regula este trámite, se reitera, el artículo 63 del Código 

de Procedimiento Laboral. 

 

Así las cosas, y de conformidad con lo expuesto, el recurso de reposición será rechazado 

de plano por extemporáneo. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECHAZAR DE PLANO POR EXTEMPORÁNEO el recurso de reposición, 

conforme las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
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El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1  

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

  
JUZGADO OCTAVO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

  Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00533-00, de la A.F.P. 

PORVENIR S.A. en contra de CHL CONSTRUCTORES S.A.S., la cual consta de 41 folios, 

incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 499 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por la A.F.P. PORVENIR S.A., en contra de 

CHL CONSTRUCTORES S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago por concepto 

de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, más los intereses 

moratorios. 

 

Este Juzgado es competente para conocer la demanda por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio de la demandante, razón por la cual, procede al 

estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme (…)”. En concordancia con la norma anterior, 

el artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él (…)”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Pensiones que el empleador dejó de pagar respecto de 

sus trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título ejecutivo 
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que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un título 

ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos. 

 

Anteriormente, era criterio de este Juzgado, que solamente se requería la liquidación que 

presta mérito ejecutivo elaborada por el Fondo de Pensiones, prevista en el artículo 24 de 

la Ley 100 de 19931, más el trámite tendiente a constituir en mora al deudor, dispuesto en 

el artículo 5° del Decreto 2633 de 19942. 

 

No obstante, al hacer una nueva revisión del tema se considera que, además de tales 

requisitos, deben cumplirse otros con miras a lograr el mandamiento de pago. Dichos 

requisitos tienen que ver con el procedimiento de cobro persuasivo que debe adelantar el 

Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, y el cual está regulado en las 

normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir a la Ley 1607 de 2012, y puntualmente al parágrafo 1° 

del artículo 178 que establece lo siguiente: 

 

PARÁGRAFO 1. Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán 
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP. La 
UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere 
conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la omisión en el 
cobro de los aportes. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por los Fondos de 

Pensiones conforme los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están 

definidos en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 

444 del 28 de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de la 
Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los aportantes 
morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (…). 
 
ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales) … están obligadas al cumplimiento de los estándares de cobro 
que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los términos 
establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus respectivas 
funciones. 

 

 
1 ARTÍCULO 24. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, 
la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo. 
2 ARTÍCULO 5. Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los empleadores, la entidad 
administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad 
con el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
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Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses, contado a 
partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio de lo 
dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las administradoras 
públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es 
de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título que 
presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer contacto 
lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la constitución y 
firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días 
calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y 
cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico 
Capítulo 3. 

 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras contarán 
con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro coactivo o 
judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones persuasivas 
deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de fácil comprensión 
sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones de la Protección 
Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran generarse. En el caso de 
las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, riesgos laborales, debe incluirse 
en la comunicación la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra mora. 
Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones de 
cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso de 
renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema de la 
Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
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6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los preceptos normativos anteriores, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, 

y con el fin de constituir el título ejecutivo complejo, el Fondo de Pensiones debe cumplir 

los siguientes requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Del lleno de estos requisitos dependerá la existencia del título ejecutivo complejo que se 

requiere para el cobro de los aportes obligatorios al Sistema de Pensiones, y que resulta 

indispensable para librar mandamiento de pago. 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que la A.F.P. PORVENIR S.A. aporta como título 

base del recaudo, la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de los aportes 

pensionales adeudados por el empleador CHL CONSTRUCTORES S.A.S., y los respectivos 

intereses, elaborada el día 31 de agosto de 2021 (folio 13). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo, realizado por escrito al 

empleador moroso el día 27 de julio de 2021 (folios 14 y ss), acompañado del detalle de la 

deuda, enviado y entregado por correo certificado en la dirección electrónica: 
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chlconstructores@hotmail.com la cual consta en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal.  

 

Sin embargo, el primer contacto para cobro persuasivo no se hizo dentro del término 

señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016: “Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 

veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes 

a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento se efectuó 

antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

Además, no se aportó el segundo contacto para cobro persuasivo, ni se allegó prueba alguna 

que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los siguientes canales: llamada 

telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de texto. 

 

Es decir, la A.F.P. PORVENIR S.A. no dio cumplimiento a los requisitos previstos en la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su Anexo Técnico, específicamente el relativo a 

las acciones persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces después 

de elaborada la liquidación que presta mérito ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la 

conformación del título ejecutivo complejo necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; y, en ese entendido, para que el título preste mérito ejecutivo, deben allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, deben cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conducirá indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En ese orden, es dable concluir, que el título presentado por la A.F.P. PORVENIR S.A. no 

presta mérito ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por A.F.P. PORVENIR S.A. en 

contra CHL CONSTRUCTORES S.A.S., conforme las razones expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

mailto:chlconstructores@hotmail.com


2021-00533 

6 
 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERIA a la Dra. GRETEL PAOLA ALEMAN TORRENEGRA 

identificado con la C.C. 1.129.580.678 y portador de la T.P. 237.585 del C.S. de la J., como 

apoderada especial de la parte demandante, en los términos y para efectos del poder anexo. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 

_____________________________________________ 
    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00534-00, de la A.F.P. 

PORVENIR S.A. en contra de FERAL ELECTRONICS COLOMBIA S.A.S., la cual consta de 44 

folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, sírvase 

proveer. 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 500 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por la A.F.P. PORVENIR S.A., en contra de 

FERAL ELECTRONICS COLOMBIA S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, más los 

intereses moratorios. 

 

Este Juzgado es competente para conocer la demanda por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio de la demandante, razón por la cual, procede al 

estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme (…)”. En concordancia con la norma anterior, 

el artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él (…)”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Pensiones que el empleador dejó de pagar respecto de 

sus trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título ejecutivo 
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que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un título 

ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos. 

 

Anteriormente, era criterio de este Juzgado, que solamente se requería la liquidación que 

presta mérito ejecutivo elaborada por el Fondo de Pensiones, prevista en el artículo 24 de 

la Ley 100 de 19931, más el trámite tendiente a constituir en mora al deudor, dispuesto en 

el artículo 5° del Decreto 2633 de 19942. 

 

No obstante, al hacer una nueva revisión del tema se considera que, además de tales 

requisitos, deben cumplirse otros con miras a lograr el mandamiento de pago. Dichos 

requisitos tienen que ver con el procedimiento de cobro persuasivo que debe adelantar el 

Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, y el cual está regulado en las 

normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir a la Ley 1607 de 2012, y puntualmente al parágrafo 1° 

del artículo 178 que establece lo siguiente: 

 

PARÁGRAFO 1. Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán 
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP. La 
UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere 
conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la omisión en el 
cobro de los aportes. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por los Fondos de 

Pensiones conforme los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están 

definidos en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 

444 del 28 de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de la 
Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los aportantes 
morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (…). 
 
ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales) … están obligadas al cumplimiento de los estándares de cobro 
que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los términos 
establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus respectivas 
funciones. 

 

 
1 ARTÍCULO 24. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, 
la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo. 
2 ARTÍCULO 5. Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los empleadores, la entidad 
administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad 
con el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
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Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses, contado a 
partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio de lo 
dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las administradoras 
públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es 
de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título que 
presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer contacto 
lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la constitución y 
firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días 
calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y 
cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico 
Capítulo 3. 

 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras contarán 
con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro coactivo o 
judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones persuasivas 
deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de fácil comprensión 
sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones de la Protección 
Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran generarse. En el caso de 
las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, riesgos laborales, debe incluirse 
en la comunicación la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra mora. 
Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones de 
cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso de 
renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema de la 
Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
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6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los preceptos normativos anteriores, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, 

y con el fin de constituir el título ejecutivo complejo, el Fondo de Pensiones debe cumplir 

los siguientes requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Del lleno de estos requisitos dependerá la existencia del título ejecutivo complejo que se 

requiere para el cobro de los aportes obligatorios al Sistema de Pensiones, y que resulta 

indispensable para librar mandamiento de pago. 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que la A.F.P. PORVENIR S.A. aporta como título 

base del recaudo, la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de los aportes 

pensionales adeudados por el empleador FERAL ELECTRONICS COLOMBIA S.A.S., y los 

respectivos intereses, elaborada el día 31 de agosto de 2021 (folio 16). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo, realizado por escrito al 

empleador moroso el día 04 de agosto de 2021 (folios 17 y ss), acompañado del detalle de 

la deuda, enviado y entregado por correo certificado en la dirección electrónica: 
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dgodoy@feral-electronics.com la cual consta en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal.  

 

Sin embargo, el primer contacto para cobro persuasivo no se hizo dentro del término 

señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016: “Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 

veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes 

a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento se efectuó 

antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

Además, no se aportó el segundo contacto para cobro persuasivo, ni se allegó prueba alguna 

que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los siguientes canales: llamada 

telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de texto. 

 

Es decir, la A.F.P. PORVENIR S.A. no dio cumplimiento a los requisitos previstos en la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su Anexo Técnico, específicamente el relativo a 

las acciones persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces después 

de elaborada la liquidación que presta mérito ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la 

conformación del título ejecutivo complejo necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; y, en ese entendido, para que el título preste mérito ejecutivo, deben allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, deben cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conducirá indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En ese orden, es dable concluir, que el título presentado por la A.F.P. PORVENIR S.A. no 

presta mérito ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por A.F.P. PORVENIR S.A. en 

contra FERAL ELECTRONICS COLOMBIA S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

mailto:dgodoy@feral-electronics.com
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SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 

 

TERCERO: RECONOCER PERSONERIA al Dr. GUSTAVO VILLEGAS YEPES identificado con 

la C.C. 1.144.054.635 y portador de la T.P. 343.407 del C.S. de la J., como apoderado especial 

de la parte demandante, en los términos y para efectos del poder anexo. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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INFORME SECRETARIAL.- Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021, al Despacho de la Juez, 

la presente DEMANDA EJECUTIVA LABORAL DE ÚNICA INSTANCIA, designada por 

reparto, radicada bajo el número 11001-41-05-008-2021-00538-00, de la A.F.P. 

PORVENIR S.A. en contra de DOTACIONES Y SUMINISTROS J&R S.A.S., la cual consta de 

33 folios, incluida la hoja de reparto, todos ellos electrónicos. Pendiente por resolver, 

sírvase proveer. 

 
GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ 

 

AUTO INTERLOCUTORIO 501 

Bogotá D.C., 06 de septiembre de 2021 

 

La presente demanda ejecutiva es presentada por la A.F.P. PORVENIR S.A., en contra de 

DOTACIONES Y SUMINISTROS J&R S.A.S., con el fin de que se libre mandamiento de pago 

por concepto de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, más los 

intereses moratorios. 

 

Este Juzgado es competente para conocer la demanda por la naturaleza de la obligación, la 

cuantía de las pretensiones y el domicilio de la demandante, razón por la cual, procede al 

estudio de los documentos presentados como título base del recaudo. 

 

Sobre la procedencia de la ejecución en materia laboral, el artículo 100 del C.P.T. señala: 

“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante o que 

emane de una decisión judicial o arbitral firme (…)”. En concordancia con la norma anterior, 

el artículo 422 del C.G.P. señala: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él (…)”. 

 

Ahora bien, el concepto cuya ejecución se pretende en el presente caso, corresponde a los 

aportes obligatorios al Sistema de Pensiones que el empleador dejó de pagar respecto de 

sus trabajadores. Esta acreencia tiene una connotación especial en cuanto al título ejecutivo 
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que se requiere para la viabilidad del mandamiento de pago, pues se trata de un título 

ejecutivo complejo que está conformado por distintos documentos. 

 

Anteriormente, era criterio de este Juzgado, que solamente se requería la liquidación que 

presta mérito ejecutivo elaborada por el Fondo de Pensiones, prevista en el artículo 24 de 

la Ley 100 de 19931, más el trámite tendiente a constituir en mora al deudor, dispuesto en 

el artículo 5° del Decreto 2633 de 19942. 

 

No obstante, al hacer una nueva revisión del tema se considera que, además de tales 

requisitos, deben cumplirse otros con miras a lograr el mandamiento de pago. Dichos 

requisitos tienen que ver con el procedimiento de cobro persuasivo que debe adelantar el 

Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, y el cual está regulado en las 

normas que a continuación se detallan: 

 

En primer lugar, es preciso acudir a la Ley 1607 de 2012, y puntualmente al parágrafo 1° 

del artículo 178 que establece lo siguiente: 

 

PARÁGRAFO 1. Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán 
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP. La 
UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere 
conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la omisión en el 
cobro de los aportes. 

 

De acuerdo con el parágrafo, las acciones de cobro serán adelantadas por los Fondos de 

Pensiones conforme los estándares de procesos que fije la UGPP. Dichos estándares están 

definidos en la Resolución 2082 de 2016 “Por medio de la cual se subroga la Resolución 

444 del 28 de junio de 2013”, cuyo objeto y ámbito de aplicación son los siguientes: 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de la presente resolución es definir y determinar el objeto y 
alcance de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las Administradoras de la 
Protección Social en el cumplimiento de las acciones de seguimiento y cobro a los aportantes 
morosos obligados en el pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (…). 
 
ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las Administradoras Públicas y Privadas de la 
Protección Social conformado por el Sistema General de Seguridad Social Integral (Salud, 
Pensiones y Riesgos Laborales) … están obligadas al cumplimiento de los estándares de cobro 
que se establecen en la presente resolución, sin perjuicio del procedimiento y los términos 
establecidos en las disposiciones legales que le aplican para el ejercicio de sus respectivas 
funciones. 

 

 
1 ARTÍCULO 24. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, 
la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo. 
2 ARTÍCULO 5. Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los empleadores, la entidad 
administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad 
con el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 
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Para el presente caso interesa especialmente el Capítulo III de la Resolución 2082 de 2016 

que contempla el estándar de “Acciones de Cobro” en los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) meses, contado a 
partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste mérito ejecutivo sin perjuicio de lo 
dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. Y para las administradoras 
públicas, el plazo máximo para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es 
de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título que 
presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer contacto 
lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la constitución y 
firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días 
calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y 
cinco (45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico 
Capítulo 3. 

 
ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las administradoras contarán 
con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones de cobro coactivo o 
judicial, según el caso. 

 

Ahora, respecto de los requisitos que deben tener las comunicaciones de cobro persuasivo, 

la Resolución 2082 de 2016 contiene un Anexo Técnico, en cuyo Capítulo 3° se establece 

lo siguiente: 

 

5. CONTENIDO MÍNIMO DE LAS COMUNICACIONES DE COBRO PERSUASIVO 
 
Las comunicaciones enviadas a los aportantes en mora en el marco de las acciones persuasivas 
deben suministrar información cierta, suficiente, concreta, actualizada y de fácil comprensión 
sobre la importancia de realizar el pago voluntario de las contribuciones de la Protección 
Social y evitar las acciones de cobro jurídico o coactivo que pudieran generarse. En el caso de 
las obligaciones adeudadas a los subsistemas de salud, pensión, riesgos laborales, debe incluirse 
en la comunicación la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra mora. 
Para el Sena, ICBF y Subsidio Familiar la información será por aportante. 
 
De acuerdo con lo anterior, la información mínima que deben contener las comunicaciones de 
cobro persuasivo es la siguiente: 
 
1. Nombre de la Administradora que realiza la comunicación. 
2. Nombre o razón social e identificación del aportante. 
3. Resumen del periodo o periodos adeudados, indicando claramente mes y año. 
4. Indicar que los intereses moratorios serán liquidados por la Planilla PILA. 
5. Describir el título ejecutivo en el cual consta la obligación, esto es: i) Tipo de título, por 
ejemplo, liquidación de aportes, resolución, o el que corresponda, ii) fecha de expedición, iii) 
fecha de firmeza del título o exigibilidad de la obligación, según corresponda. 
6. Mencionar de forma general la importancia de realizar el pago voluntario de las 
contribuciones parafiscales de la protección social y evitar las acciones de cobro jurídico o 
coactivo que pudieran generarse. 
7. Medios de pago de la obligación. 
8. Advertir el inicio de acciones de cobro jurídico y decreto de medidas cautelares, en caso de 
renuencia en el pago. 
9. Advertir el deber y la importancia de reportar las novedades de la afiliación al Sistema de la 
Protección Social. 
10. Informar el medio de contacto de la Administradora para absolver dudas o inquietudes. 
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6. CANALES DE COMUNICACIÓN PARA LA GESTIÓN DE COBRO PERSUASIVO 
 
La primera comunicación para el cobro persuasivo de las Contribuciones de la Protección 
Social debe realizarse por medio escrito. 
La segunda comunicación obligatoria y las demás que decidan realizar las Administradoras, 
deben comunicarse por uno (1) de los siguientes canales: 
1. Llamada telefónica 
2. Correo electrónico 
3. Correo físico 
4. Fax 
5. Mensaje de texto. 

 

Conforme a los preceptos normativos anteriores, previo a iniciar una demanda ejecutiva en 

la que se pretenda el pago de los aportes obligatorios adeudados al Sistema de Pensiones, 

y con el fin de constituir el título ejecutivo complejo, el Fondo de Pensiones debe cumplir 

los siguientes requisitos: 

 

(i) La expedición de la liquidación que preste mérito ejecutivo, en un plazo máximo de 4 

meses contados a partir de la fecha límite del pago del aporte. 

(ii) Una vez expedida la liquidación, debe adelantar las acciones persuasivas que implican 

contactar al deudor como mínimo 2 veces: 

- El primer requerimiento/contacto/comunicación debe ser escrito, contener -entre 

otros- la información de los cotizantes respecto de los cuales se registra la mora y un 

resumen de los periodos y valores adeudados, enviarse al empleador dentro de los 15 

días calendario siguientes a la constitución y firmeza de la liquidación, y obtener la 

constancia de entrega y el cotejo de los documentos. 

- El segundo requerimiento/contacto/comunicación puede comunicarse por cualquier 

canal, pero debe realizarse dentro de los 30 días calendario siguientes a la fecha en que 

se realizó el primer contacto, sin superar 45 días calendario. 

 

Del lleno de estos requisitos dependerá la existencia del título ejecutivo complejo que se 

requiere para el cobro de los aportes obligatorios al Sistema de Pensiones, y que resulta 

indispensable para librar mandamiento de pago. 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que la A.F.P. PORVENIR S.A. aporta como título 

base del recaudo, la liquidación que presta mérito ejecutivo con el detalle de los aportes 

pensionales adeudados por el empleador DOTACIONES Y SUMINISTROS J&R S.A.S., y los 

respectivos intereses, elaborada el día 02 de septiembre de 2021 (folio 13). 

 

Asimismo, aporta el primer contacto para cobro persuasivo, realizado por escrito al 

empleador moroso el día 13 de mayo de 2021 (folios 15 y ss), acompañado del detalle de la 

deuda, cotejado, enviado y entregado por correo certificado a la dirección: Carrera 45 # 

22A-55 Apto 101, la cual consta en el Certificado de Existencia y Representación Legal. 
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Sin embargo, el primer contacto para cobro persuasivo no se hizo dentro del término 

señalado en el artículo 12 de la Resolución 2082 de 2016: “Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 

veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días calendario siguientes 

a la constitución y firmeza del título ejecutivo”, toda vez que el requerimiento se efectuó 

antes de la expedición de la liquidación que presta mérito ejecutivo.  

 

Además, no se aportó el segundo contacto para cobro persuasivo, ni se allegó prueba alguna 

que demuestre que éste se haya hecho a través de uno de los siguientes canales: llamada 

telefónica, correo electrónico, correo físico, fax o mensaje de texto. 

 

Es decir, la A.F.P. PORVENIR S.A. no dio cumplimiento a los requisitos previstos en la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP con su Anexo Técnico, específicamente el relativo a 

las acciones persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces después 

de elaborada la liquidación que presta mérito ejecutivo; y, por consiguiente, no acreditó la 

conformación del título ejecutivo complejo necesario para librar mandamiento. 

 

Recuérdese que la constitución del título ejecutivo complejo emerge de la integralidad de 

los documentos que evidencian en su conjunto la existencia de una obligación clara, expresa 

y exigible; y, en ese entendido, para que el título preste mérito ejecutivo, deben allegarse la 

totalidad de los documentos que lo componen, y éstos, además, deben cumplir los 

requisitos formales señalados por la Ley para tal efecto. Una omisión en ese sentido 

conducirá indefectiblemente a negar el mandamiento de pago. 

 

En ese orden, es dable concluir, que el título presentado por la A.F.P. PORVENIR S.A. no 

presta mérito ejecutivo y, en consecuencia, se negará el mandamiento de pago solicitado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Octavo de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO solicitado por A.F.P. PORVENIR S.A. en 

contra DOTACIONES Y SUMINISTROS J&R S.A.S., conforme las razones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la parte actora, previa la desanotación en el libro 

radicador. 
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TERCERO: RECONOCER PERSONERIA a la Dra. PAULA ALEJANDRA QUINTERO BUSTOS 

identificada con la C.C. 1.016.089.697 y portador de la T.P. 326.514 del C.S. de la J., como 

apoderada especial de la parte demandante, en los términos y para efectos del poder anexo. 

 

El presente auto se notifica en los Estados Electrónicos publicados en el micrositio web: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1 

El expediente digital se puede solicitar en el email: j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 
JUZGADO OCTAVO DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 
 Hoy:  

07 de septiembre de 2021 
_____________________________________________ 

    Se notifica el auto anterior por anotación en el estado No. 100 
 

GLADYS DANIELA PÉREZ SILVA 
Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-08-de-pequenas-causas-laborales-de-bogota/2020n1
mailto:j08lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co

